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Drogas, bandidos y diplomáticos: 
formulación de política pública de 
Estados Unidos hacia Colombia, de 
Winifred Tate1.

 Aurora Inés Moreno Torres2 

Uno de los temas centrales de las relaciones in-
ternacionales entre Estados Unidos y Colom-
bia, se ha dirigido a la ayuda militar que recibe 
este último país en lo que se ha denominado 
Plan Colombia. El análisis que nos presenta 
la antropóloga Winifred Tate, con motivo de 
los 15 años, es de vital importancia, no solo 
por sus aportes al estudio de lo que ha sido el 
Plan, sino por ser ella testigo de excepción, ya 
que trabajó en la Oficina en Washington de 
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Asuntos Latinoamericanos (WOLA, por sus 
siglas en inglés) y pudo seguir de cerca lo que 
se acordó como política internacional nortea-
mericana para Colombia.

La justificación para la implementación 
del Plan Colombia se da por la crisis econó-
mica, el conflicto interno armado y el tráfico 
ilegal de estupefacientes. En ese momento, 
Andrés Pastrana y William Clinton acorda-
ron expandir la agenda bilateral más allá del 
problema de las drogas para incluir los temas 
de derechos humanos, comercio y paz. Pese a 
esto, las FARC (Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia) habían iniciado un pro-
ceso de paz. El Plan Colombia fue aprobado 
en el año 2000 por el Congreso de Estados 
Unidos. Se concibió como una ayuda que iba 
a resolver todo; reducir el narcotráfico, de-
rrotar a las guerrillas de izquierda, apoyar la 
paz y construir democracia. Como lo anota la 
autora, se trató de un plan diseñado para Co-
lombia, donde los funcionarios nacionales y el 
gobierno solo firman los acuerdos. 

Winifred Tate elabora su análisis en 4 sec-
ciones, subdivididas en 7 capítulos en los que 
desarrolla un análisis: I) Militarización, de-
rechos humanos y guerra de Estados Unidos 
contra las drogas; II) Putumayo en la víspera 
del Plan Colombia; III) Qué es el Plan Co-
lombia; e IV) Incidencia en política pública 
e inevitabilidad. En este orden, el Plan Co-
lombia se convierte en el soporte militar de la 
política de seguridad democrática, sin el cual 
la estrategia militar desarrollada durante estos 
15 años no hubiera sido posible.

En la primera parte, se aborda la historia 
de cómo surgió la idea de que los narcóticos 
ilegales eran una amenaza a la seguridad na-
cional, lo cual hizo aplicar la maquinaria béli-
ca de Estados Unidos a lo largo del hemisferio 
occidental, así como la reorientación de la 
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burocracia industrial militar. Esta nueva estra-
tegia formó parte de la amplia militarización 
de la política exterior de los Estados Unidos 
e incidió en la disminución del gasto en mi-
siones diplomáticas civiles, mientras el de las 
misiones militares se ampliaba.

El punto de partida para la aplicación de la 
guerra contra las drogas es la década de los no-
venta, donde Estados Unidos implementa su 
ayuda militar con tecnología de punta, la par-
ticipación de asesores militares y batallones del 
ejército. El libro se enfoca en la privatización y 
tercerización de una forma particular de segu-
ridad nacional: la violencia contrainsurgente. 
Aunque los paramilitares colombianos se han 
vuelto particularmente notorios por sus abu-
sos, esta forma de violencia privatizada marca 
un cambio internacional importante.

La policía nacional de Colombia fue el 
principal socio de Estados Unidos en las ope-
raciones antinarcóticos, a pesar de las críticas 
que habían recibido por ser abusivas, inefi-
cientes y corruptas. Para ello, según destaca 
la autora, se necesitaba rotular a la guerrilla 
como “narcoguerrilla”.  Así se invisibiliza la 
gran presencia de traficantes y paramilitares 
aliados con las fuerzas militares colombianas. 
El discurso se utilizaba como medio para im-
pedir la disminución de los presupuestos mi-
litares.

Desde las perspectivas de Estados Unidos, 
la noción de “Cartel de las FARC” fue elabo-
rada por las fuerzas armadas colombianas para 
obtener ayuda para la contrainsurgencia. Se-
gún altos funcionarios del Departamento de 
Defensa y la Oficina del Comando Sur, “lo 
que impulsó la política pública colombiana 
fue que la situación seguía empeorando no en 
cuanto a las drogas, sino en cuanto a la guerri-
lla”. Colombia buscó una ayuda externa para 
solucionar un problema interno.

En 1997 se crea la enmienda Leahy, la cual 
prohíbe darle ayuda antinarcóticos a unidades 
militares extranjeras que enfrenten acusaciones 
de violaciones a los derechos humanos, a me-
nos que el gobierno en cuestión tome medidas 
efectivas para resolverlas. Pese a esto, por un 
lado no hubo impedimento para que esa ayuda 
llegara a unidades militares. Por otro lado, la 
mala conducta de los militares fue una práctica 
generalizada, que hizo imposible que pudieran 
cumplir con los requisitos de la Ley Leahy.

Winifred Tate denomina a los paramilitares 
como proxis, una forma de violencia a disposi-
ción del Estado que actúa como terceros sus-
titutos. Pese a ser el Estado el que mantiene el 
monopolio del uso de la fuerza, también exis-
ten empresarios, militares y profesionales de la 
violencia que entran y salen del servicio estatal 
en pos de sus proyectos económicos personales.

La creación del paramilitarismo se puede 
ubicar en el diseño de la política exterior que 
funciona desde la década de los años 60 del 
pasado siglo. Estados Unidos abogó por tomar 
acciones que incluyesen el entrenamiento se-
creto de personal civil y militar para “estable-
cer una estructura civil y militar clandestina” y 
realizar actividades de “sabotaje paramilitares 
y/o terrorista contra conocidos promotores 
del comunismo”. Para el Estado colombiano 
no existían fuerzas paramilitares, sino grupos 
delincuenciales, por lo que no diseñó políticas 
para combatir esa amenaza. De esta forma, 
evitaba las críticas que ya existían por la con-
vivencia entre militares y paramilitares. 

El estudio elaborado por Tate, toma al De-
partamento del Putumayo como eje de análi-
sis, ya que es el principal receptor y laborato-
rio en el que se desarrolla el Plan Colombia. 
En este lugar, según la autora, se desarrollaron 
múltiples amenazas de violencia extrema, pues 
significó la militarización de la vida cotidia-
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na, incidentes de hostigamientos, violación y 
torturas. El comercio ilegal de la coca se legi-
timó por la negativa del Estado central para 
responder a las demandas del reconocimiento 
político y de inversión en servicios públicos.

En la sección tercera, la autora hace un reco-
rrido sobre el origen del Plan Colombia. El de-
bate alrededor del paquete de ayuda propuesto 
por Estados Unidos se centró en gran medida 
en las intenciones “reales” de los formuladores 
de políticas. En el caso del Plan Colombia, las 
narrativas de políticas públicas debieron ajus-
tarse a la lógica organizativa central de la po-
lítica exterior de Estados Unidos. La militari-
zación fue un principio organizacional central 
presente en todas estas historias de origen.

El incremento de la ayuda militar, que 
posibilitará la expansión de los crecientes pro-
gramas militares como los batallones antinar-
cóticos establecidos en 1998, fue ampliamente 
promovida con una solución política para esta 
serie de problemas diferentes. Los debates del 
Congreso sobre el paquete de ayuda propuesto, 
reflejan la militarización del proceso de formu-
lación de la política pública. Para los críticos del 
Plan Colombia, la resonancia con luchas polí-
ticas previas sobre el papel de Estados Unidos 
en Centroamérica resultó ser una fuerza galva-
nizadora. Sin embargo, tanto la criminalidad 
real como la percibida entre los movimientos 
insurgentes colombianos y la población de víc-
timas, dieron lugar a la ausencia de solidaridad 
política y limitaron las afinidades afectivas.

El fracaso continuo de las políticas de dro-
gas aplicadas en los países productores para 
afectar la disponibilidad de las drogas ilega-
les en los países de consumo, no se posicionó 
como una crítica sustantiva, sino como el fraca-
so de la tecnología. Las críticas sólidas extensas 
y de larga data a la política de drogas ilegales en 
los países de consumo. Reivindicaciones putu-

mayenses de la política pública constituyeron 
asociaciones transnacionales con ONGs para 
facilitar sus viajes y cabildeos en Washington, 
invirtiendo así el modelo tradicional de alian-
zas entre activistas que buscaban influencias a 
los gobiernos centrales de Latinoamérica.

Las condiciones políticas requeridas por 
esas compañías de defensa de derechos huma-
nos y promoción de políticas públicas, fueron 
profundamente excepcionales. Programas de 
gobernanza proxy operados por Estados Uni-
dos en Latinoamérica, movilizaron a los de-
fensores de derechos humanos, estadouniden-
ses listos para canalizar recursos, así como a 
los activistas en terreno dispuesto a someterse 
a este arduo proceso. Para los activistas colom-
bianos y, en algunos casos, para sus aliados, 
la experiencia de producir conocimiento testi-
monial sobre políticas públicas estadouniden-
ses, reestructuró una sensación de sí mismos 
como ciudadanos actores políticos y víctimas 
de violencia política.     

En su análisis, la autora encuentra que el 
Plan Colombia fue parte del diseño de política 
internacional propuesta por Estados Unidos, 
en la que Colombia reunía los requisitos, no 
solo por ser productor de cultivos ilícitos, sino 
por la permanencia de la guerrilla, a la que se 
le aplicó el componente militar de dicho Plan. 
Esto representó la intensificación de la guerra 
con la pérdida de un sinnúmero de vidas hu-
manas, con una crisis por violación a los dere-
chos humanos y desplazamiento forzado. Para 
concluir, la autora logra hacer un recuento de 
un antes y después de lo que ha significado 
para el país este modelo de política internacio-
nal y abre el debate sobre lo que puede ser un 
nuevo Plan. El texto resulta lectura obligatoria 
para todo aquel que desee ahondar sobre el 
Plan Colombia, al que los investigadores co-
lombianos le han dado poca importancia.




